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Resumen

Se analiza la reforma que en materia civil y penal se está llevando a cabo a raíz de sendas proposiciones de Ley tendentes a introducir modificaciones en el art. 245 CP que tipifica el delito de usurpación de inmuebles, así como agilizando el trámite de recuperación de la posesión del inmueble si se opta por la vía civil, potenciando las medidas cautelares de desalojo. Se adiciona una propuesta de complemento adicional en la LECRIM de la inclusión de un nuevo art. 544 sexies relativo a la adopción de medidas cautelares para la urgente recuperación posesoria
- Comentario al documento Elabora el autor un estudio sobre la situación actual del fenómeno de la «ocupación de bienes inmuebles» sin título habilitante alguno y las dificultades que tienen los propietarios para recuperar la posesión de estos bienes ante la lentitud que conlleva, tanto la tramitación de la vía civil de la recuperación posesoria, como la vía penal del art. 245 CP. Ante ello, analiza las dos proposiciones de ley presentadas en el Congreso de los Diputados en relación a las propuestas realizadas para reformas diferentes disposiciones legales para hacer más ágil el procedimiento de recuperación de la posesión. Y ello, desde la reforma del Código Penal, pasando por la vía del juicio verbal para obtener una protección posesoria ágil y otras medidas para complementar la devolución urgente de la posesión al titular, si el ocupante no exhibe título que le habilite para su estancia. En concreto, el traslado a los servicios sociales de los Ayuntamientos para que antes del lanzamiento pueda buscarse una solución para las familias que no disponen de un lugar donde residir y que han recurrido a la ocupación, en ocasiones, incluso, pagando a intermediarios por facilitarles inmuebles no ocupados por su titular; aspecto éste también perseguido ahora con la reforma del Código Penal que se propone. Añade el autor una propuesta de adición de un nuevo art. 544 sexies en la LECRIM para la adopción de medidas cautelares urgentes en la vía penal para la recuperación inmediata de la posesión no incluida en las reformas propuestas. 

I. Introducción 
Se han presentado sendas proposiciones de Ley en el Congreso de los Diputados (Boletín Oficial del Congreso de los Diputados de fechas 30 de enero de 2017 y 6 de Abril de 2018) con la finalidad de poner coto al fenómeno de la ocupación ilegal de inmuebles, y poner medidas encima de la mesa tendentes a garantizar la protección de la posesión de los inmuebles por sus propietarios cuando se ven despojados por la fuerza de la misma, poniendo trabas sus ocupantes a una inmediata recuperación, al no existir un procedimiento ágil que permita a los titulares obtener esa posesión.

La primera de las iniciativas se hace eco de tres cuestiones que son capitales en este tema, a saber:

1. «La okupación ilegal no puede ser una forma establecida y tolerada de acceso a la posesión de una vivienda, no puede ser tampoco la vía de acceso al derecho constitucional a una vivienda»

Con ello, debe rechazarse el fenómeno de la «okupación» creando sujetos pasivos, personas físicas o jurídicas, que están soportando con la privación de sus derechos posesorios el derecho a la vivienda que tienen los que no disponen de vivienda y sin que el Estado les provea de un sistema ágil y eficaz para recuperar la posesión sustraída por la fuerza, violencia, o sin ellas.
2. «Los poderes públicos deben garantizar la protección del derecho a la vivienda de las personas en riesgo de exclusión social, mediante el aseguramiento de un parque de vivienda social que permita atender de manera rápida, ágil y eficaz las necesidades de las personas y unidades familiares en riesgo de exclusión residencial».

Debe cohonestarse la recuperación de la posesión por la autoridad judicial con un sistema de comunicación inmediato a los servicios sociales antes del lanzamiento para que pueda darse una ubicación a las familias con necesidades que sean lanzadas del inmueble.
3. Señala el art. 441 CC (LA LEY 1/1889) que: En ningún caso puede adquirirse violentamente la posesión mientras exista un poseedor que se oponga a ello. El que se crea con acción o derecho para privar a otro de la tenencia de una cosa, siempre que el tenedor resista la entrega, deberá solicitar el auxilio de la Autoridad competente. 
Este precepto impide que el titular del bien inmueble lo recupere por la fuerza cambiando la cerradura, u otras medidas para recuperar su posesión, pero ello debe venir acompañado con un sistema al que pueda acudir el titular del inmueble por el que recupere la posesión en un plazo máximo de 72 euros, exhibiendo su título de propiedad y permitiéndose a los ocupantes que exhiban su título posesorio, y, en su defecto, proceder a la expulsión.
Con ello, el recurso a la vía penal como medio de recuperar la posesión tras una sentencia firme sin medidas cautelares, o el uso de la vía civil debiendo esperar a sentencia firme, no se compadece con el derecho a la tutela judicial efectiva que tienen los ciudadanos que se han visto privados de su posesión, debiendo seguir pagando sus gastos derivados de la propiedad, peor sin poder arrendarlos o venderlos hasta que el sistema agilice esta devolución.
Pues bien, este problema debe enfocarse desde distintos puntos de vista, pero poniendo el acento en que no puede generalizarse sola y exclusivamente en torno a la conducta de quien realiza estos actos de ocupación, porque frente a grupos organizados que se dedican a la ocupación de inmuebles, incluso obteniendo ganancias por ellos cobrando una renta a familias necesitadas que entran en los mismos una vez ocupados existen otras ocupaciones realizadas por necesidad para resolver una carencia de vivienda que se convierte para muchas personas en una necesidad de vida para sus hijos.
No puede hacerse recaer en los propietarios de inmuebles la solución a los problemas de la carencia de viviendas 
Sin embargo, debe destacarse que no puede hacerse recaer en los propietarios de inmuebles la solución a los problemas de la carencia de viviendas, ya sean los titulares personas físicas o jurídicas. Y ello, porque son las instituciones públicas las que tienen esa responsabilidad de facilitar el acceso a la vivienda y el reconocimiento del derecho constitucional a una vivienda digna mediante alquileres sociales, o centros donde quien no tiene un lugar en el que vivir puede reclamarlo a las Administraciones Públicas. Pero lo que es un principio básico en el tema que ahora tratamos es que esta necesidad de vivienda no justifica en modo alguno el fenómeno de la ocupación, sea cual sea el titular. Porque tanto las personas físicas, como las jurídicas tienen el derecho a darle el destino que deseen a sus bienes inmuebles sin tener que consentir la usurpación de los mismos, sean cuales fueran las razones de los ocupantes.
Las cifras que se dan en el fenómeno de la ocupación en la iniciativa legislativa son preocupantes, ya que se hace constar que las ocupaciones ilegales han experimentado un elevado crecimiento durante los últimos años, pasando de 622 en 2008 a 836 en 2011, a 1.071 en 2012, a 1.669 en 2013, a 2.402 en 2014 y a 3.278 en 2015, según los datos del Instituto Nacional de Estadística, lo que supone un incremento de casi el 300 % respecto del año 2011. Por otra parte, las condenas por este tipo de ataques a la propiedad privada se han multiplicado por siete, pasando de ser 488 los condenados en 2008 a ser 3.278 en 2015. El número de usurpaciones totales se incrementó un 92 % con respecto a 2014, llegando a 22.461 en el año 2015.
Sin embargo, en el derecho comparado son muchos los países que introducen vías legales para recuperar la posesión en un breve plazo de tiempo. Así, Holanda solo exige una denuncia policial para recuperarla exhibiendo el título de propiedad y que los poseedores no disponen de ninguno, en Francia la policía puede desalojar a un ocupa ilegal durante las primeras 48 horas de ocupación desde el momento que tiene conocimiento de este hecho, en Alemania también se recupera la posesión de las casas ocupadas en un plazo de 24 horas después de conocerse su ocupación ilegal con el requisito de que el propietario presenta una denuncia, Reino Unido también dispone de un sistema policial urgente de recuperar la posesión tras la denuncia del titular, y en Italia el juzgado da orden inmediata a la policía para recuperar la posesión acreditada la propiedad del bien y la inexistencia de título en el ocupante.
Así las cosas, las personas que realizan estos actos de ocupación deberían obtener de las Administraciones Públicas la debida ayuda en atención a las características de cada caso, ya que están en su derecho, pero no en el de resolver su derecho con la vía de la ocupación de inmuebles, ya que los propietarios no son los que están obligados a consentir esa ocupación, ni a facilitar esa ayuda social si no es su deseo.
Por ello, es evidente que la «okupación» es un acto ilegal que merece el reproche de los poderes públicos, aunque también estos deben adoptar medidas para resolverlo y no consentir que existan personas que vivan en la calle y no tengan un lugar donde vivir, porque es dramática la situación de muchas personas, sobre todo cuando tienen a su cargo hijos que solicitan de sus padres que puedan tener un hogar como todos los niños de su edad. El drama de la ocupación no convierte solo en víctimas a los propietarios, sino que también son víctimas quienes llegan a adoptar estas medidas por buscar un lugar donde vivir, por lo que el fenómeno que tratamos no puede resolverse solo desde el punto de vista de conseguir un procedimiento ágil para expulsar de los inmuebles a sus ocupantes, sino, también, para buscarles a estos un lugar al que puedan acudir con sus familiares.
En cualquier caso, dejando sentada esa necesidad de respuesta social a quienes carecen de vivienda, también se destaca que la ocupación convierte a los dueños y a los vecinos en víctimas. Por un lado, a los dueños que tienen que iniciar un largo proceso en la vía penal para esperar más de un año para recuperar la vivienda, y a las propias comunidades de vecinos, que, en algunos casos, también sufren del deterioro de la convivencia, aunque no son en todos, ya que hay supuestos de ocupación no molestos que se limitan al uso. Pero en muchos otros la ocupación va acompañada de enganches ilegales al tendido eléctrico, a tomas de agua y a causar molestias a vecinos, sin que la comunidad de propietarios, hasta la tramitación de esta iniciativa, tenga condición jurídica para opinar al respecto.
Desarrollamos, pues, las líneas globales de ambas iniciativas que se unificarán para conseguir una reforma clara y práctica acomodada a la necesidad real de conseguir ambos objetivos: dar agilidad a la recuperación de viviendas ocupadas ilegalmente y dar las Administraciones Públicas una respuesta a la carencia de vivienda de muchas familias que no disponen de hogar.
Exponemos, en consecuencia, las líneas generales de la reforma y los textos relevantes que se modifican.
II. Doctrina jurisprudencial sobre el fenómeno Okupa. (Tribunal Supremo, Sala Segunda, de lo Penal, Sentencia 800/2014 de 12 Nov. 2014, Rec. 2374/2013) 
Hay que recordar que no se trata de que cualquier perturbación posesoria podría ser calificada como delictiva, vaciando de contenido la protección civil de la posesión, sino que se exige siempre la presentación de una denuncia penal y comparecencia de los agentes policiales en el inmueble para comprobar el hecho de la ocupación y la permanencia, no siendo nunca argumento exoneratorio la existencia de una necesidad por alquiler social, ya que ello debe ser resuelto por los organismos competentes, pero no puede afectar a la posesión de un propietario.
Destaca la jurisprudencia que en la CE se configura en su art. 33.2 (LA LEY 2500/1978), con evidente paralelismo al mandato que el art. 47, (LA LEY 2500/1978) donde se impone a los poderes públicos que promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo el derecho a disfrutar de una vivienda digna que reconoce el propio artículo. Ahora bien, el derecho a la vivienda no se erige en nuestra Constitución como un derecho fundamental, justamente porque su efectividad incide en aspectos socioeconómicos que al tiempo giran en torno a un concepto liberal de la propiedad.
En este sentido, los propietarios de bienes inmuebles, sean cuales sean las circunstancias y características que tengan estos, sean particulares, o personas jurídicas, no pueden ser víctimas de la carencia de inmuebles para personas que los precisen, no siendo eficaz una usurpación por el hecho de que se trate de una entidad bancaria, o una persona jurídica el titular del inmueble, debiendo ser los poderes públicos los que promuevan las condiciones de acceso a los inmuebles que como alquileres sociales, u otros, dispongan para que sean ocupados por personas sin recursos. Pero no pueden los propietarios de inmuebles llevar a cabo el papel que les corresponde ejercer a los poderes públicos y tener que consentir y ceder a la ocupación de estos inmuebles hasta que la Administración provea a sus ocupantes de algún inmueble donde ejercer el derecho de estos a tener una vivienda digna.
De lo contrario, como indica la jurisprudencia, cualquier inmueble que no sea utilizado como morada por su propietario, podría ser objeto de usurpación sin más amparo que obligar a aquél a acudir a un proceso civil, que aunque arbitre instrumentos ágiles (interdictos) para su pronta recuperación, provocarían una especie de efecto llamada para todos aquéllos ciudadanos que sin recursos suficientes, estarían peregrinando de inmueble en inmueble, sirviéndose transitoriamente de los mismos pero con una vocación de permanencia respecto de tal estilo de vida, al no prevenir el ordenamiento jurídico ninguna sanción, más allá de la más que probable inejecución por insolvencia de los daños y perjuicios causados.
Por ello, no pueden admitirse los alegatos de algunos ocupantes de inmuebles refiriendo que «habían pedido un alquiler social», sino que deben adoptarse por los organismos públicos las medidas oportunas para que las personas que lo precisen dispongan de una vivienda digna, y donde puedan residir con su familia, pero sin que ello legitime la ocupación de inmuebles.
Pues bien, el Tribunal Supremo, Sala Segunda, de lo Penal, Sentencia 800/2014 de 12 Nov. 2014, Rec. 2374/2013 (LA LEY 175717/2014) señala que los delitos de usurpación, tipificados en el Capítulo V del Título XIII del Código Penal de 1995 (LA LEY 3996/1995) constituyen una modalidad de delitos patrimoniales que tutelan específicamente los derechos reales sobre bienes inmuebles.
En ellos el bien jurídico protegido es el patrimonio inmobiliario, y como delitos patrimoniales la lesión del bien jurídico requiere que se ocasione un perjuicio al titular del patrimonio afectado, que es el sujeto pasivo del delito.
La modalidad delictiva específica de ocupación pacífica de inmuebles, introducida en el Código Penal de 1995 en el número 2.º del art. 245 (LA LEY 3996/1995), requiere para su comisión los siguientes elementos:
a) La ocupación, sin violencia o intimidación, de un inmueble, vivienda o edificio que en ese momento no constituya morada de alguna persona, realizada con cierta vocación de permanencia. 
b) Que esta perturbación posesoria puede ser calificada penalmente como ocupación, ya que la interpretación de la acción típica debe realizarse desde la perspectiva del bien jurídico protegido y del principio de proporcionalidad que informa el sistema penal (art. 49.3.º de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (LA LEY 12415/2007)). Desde ambas perspectivas la ocupación inmobiliaria tipificada penalmente es la que conlleva un riesgo relevante para la posesión del sujeto pasivo sobre el inmueble afectado, que es lo que dota de lesividad y significación típica a la conducta, por lo que las ocupaciones ocasionales o esporádicas, sin vocación de permanencia o de escasa intensidad, son ajenas al ámbito de aplicación del tipo.
c) Que el realizador de la ocupación carezca de título jurídico que legitime esa posesión, pues en el caso de que hubiera sido autorizado para ocupar el inmueble, aunque fuese temporalmente o en calidad de precarista, la acción no debe reputarse como delictiva, y el titular deberá acudir al ejercicio de las acciones civiles procedentes para recuperar su posesión.
d) Que conste la voluntad contraria a tolerar la ocupación por parte del titular del inmueble, bien antes de producirse, bien después, lo que especifica este artículo al contemplar el mantenimiento en el edificio «contra la voluntad de su titular», voluntad que deberá ser expresa.
e) Que concurra dolo en el autor, que abarca el conocimiento de la ajeneidad del inmueble y de la ausencia de autorización, unido a la voluntad de afectación del bien jurídico tutelado por el delito, es decir la efectiva perturbación de la posesión del titular de la finca ocupada.
Lo que exige la realización del tipo, desde el punto de vista subjetivo, es la concurrencia de dolo, es decir el conocimiento de la ajeneidad del inmueble y de la ausencia de autorización del titular del bien para la ocupación del mismo, así como la titularidad que consta acreditade.
Este elemento concurre, en consecuencia, cuando consciente y voluntariamente se ocupa el inmueble con lo que supera la naturaleza de acto simbólico de la ocupación para convertirse en una ocupación permanente o indefinida, que necesariamente tenía que perturbar, y perturbó de un modo intenso y relevante, la posesión del titular, lo que determina que el delito de ocupación ilegal se entienda cometido.
Existe en estos casos ofensividad, porque se ataca el bien del propietario a disponer en la medida que corresponda de su derecho posesorio habiendo tenido que recurrir a presentar una denuncia que es la prueba evidente de su lógica oposición a mantener la ocupación, pudiendo acudirse a esta vía penal y no a la civil por la del art. 245.2 CP. (LA LEY 3996/1995) 
III. Modificación de la Ley de Propiedad Horizontal 
No puede dejarse a las comunidades de propietarios sin acción para actuar en este caso, ya que si se deposita la exclusividad de acción y legitimación activa en los propietarios existen casos en los que éstos se inhiben de reclamar, o ni tan siquiera tienen conocimiento de la ocupación, aunque resulte sorprendente, lo que conlleva que el sujeto pasivo pase a ser la comunidad si los ocupantes causan molestias al resto de los vecinos y éstos no pueden hacer nada si el sistema legal les impide actuar por falta de legitimación activa.
Por ello, se modifica el art. 7 LPH que señalaría que:
2. Al propietario y al ocupante del piso o local no les está permitido desarrollar en él o en el resto del inmueble actividades prohibidas en los estatutos, que resulten dañosas para la finca, que contravengan las disposiciones generales sobre actividades molestas, insalubres, nocivas, peligrosas o ilícitas o, en particular, que resulten de la ocupación ilegal del piso o local cuando afecten a la seguridad y a la convivencia con el resto de los propietarios o inquilinos. 
La comunidad de propietarios podrá iniciar frente a los okupas la acción de cesación y expulsión del inmueble por actividad molesta 
Con ello, en primer lugar se instaura una prohibición de los ocupantes de realizar este tipo de molestias en el inmueble, y frente a ellos se considera la vía de la comunidad de iniciar frente a ellos la acción de cesación y expulsión del inmueble por actividad molesta, estando la comunidad legitimada para accionar contra los «okupas» que desarrollen cualquiera de las conductas citadas por la vía del juicio ordinario, aunque permitiendo, que es lo práctico, la adopción de una medida cautelar de expulsión.
Se faculta al presidente a requerir a los «okupas» de cesación antes de iniciar el trámite correspondiente.
3. El presidente de la comunidad, a iniciativa propia o de cualquiera de los propietarios u ocupantes, requerirá a quien realice las actividades prohibidas por el apartado anterior la inmediata cesación de las mismas, bajo apercibimiento de iniciar las acciones judiciales procedentes. 
4. Presentada la demanda, acompañada de la acreditación del requerimiento fehaciente al infractor y de la certificación del acuerdo adoptado por la Junta de propietarios, el Juez podrá acordar con carácter cautelar la cesación inmediata de la actividad prohibida, bajo apercibimiento de incurrir en delito de desobediencia. Podrá adoptar asimismo cuantas medidas cautelares fueran precisas para asegurar la efectividad de la orden de cesación. 
Se puede instar con la demanda la petición de la cautelar de cesación de esa actividad, lo que permite que la comunidad, en caso de gravedad, o desobediencia, pueda instar del juez civil la medida de expulsión del inmueble acreditando los actos realizados, lo que puede ser llevado a cabo con atestados policiales al denunciar estos actos, actas notariales de presencia y prueba testifical de, al menos, tres comuneros que declaren sobre este tipo de hechos.
5. La demanda habrá de dirigirse contra el propietario y, en su caso, contra el ocupante de la vivienda o local. En caso de que se fundare en la ocupación ilegal de la vivienda o local, la demanda podrá asimismo dirigirse genéricamente contra los desconocidos ocupantes de la misma, sin perjuicio de la notificación a quien se encontrare en el inmueble al tiempo de llevarla a cabo. 
Se permite que no tenga que identificarse a los ocupantes en estos casos ante las dificultades que ello conllevaría y se subsana con la notificación de la acción por la comisión judicial, lo que luego se traslada, como veremos al juicio verbal que puede iniciar el titular del inmueble.
6. Si la sentencia fuese estimatoria, podrá disponer, además de la cesación definitiva de la actividad prohibida y la indemnización de daños y perjuicios que proceda, la privación del derecho al uso de la vivienda o local por tiempo no superior a tres años, en función de la gravedad de la infracción y de los perjuicios ocasionados a la comunidad. Si el infractor no fuese el propietario, la sentencia podrá declarar extinguidos definitivamente todos sus derechos relativos a la vivienda o local, si los tuviere, así como su inmediato lanzamiento. La resolución deberá ser notificada a los servicios sociales competentes con carácter previo a la fecha señalada para el lanzamiento.» 
Se reconoce que pueda en la sentencia acordarse la extinción de los derechos, pero como en estos casos no tendría el ocupante título alguno se añade la expresión «si los tuviere», para añadir que en estos casos debe advertirse a los servicios sociales de la fecha de lanzamiento, a fin de que se puedan tomar medidas de realojo de las personas que realizaron la ocupación si así fuera preciso por razón de la necesidad por existir menores o personas desasistidas o con necesidades especiales.
IV. Modificación del Código Penal en materia de usurpación de inmuebles 
Resulta importante la reforma del Código Penal en materia de usurpación de inmuebles, mediante la introducción del segundo apartado en el art. 245 CP (LA LEY 3996/1995) que ahora prevé la agravación penológica del uso de fuerza en las cosas, ya que, aunque se lleve a cabo con ésta, ahora, no tiene una agravación y se castiga con una pena de multa de tres meses, siendo delito leve por ello. Sin embargo, con esta reforma, tanto si se lleve a cabo con fuerza en las cosas, como sin ella, dejará de ser delito leve y pasa a ser delito, lo que conlleva que su enjuiciamiento sea por los jueces de lo penal, aunque luego veremos que se tramitarán como juicio rápido.
Así, se añade un segundo apartado que ahora castiga:
«Artículo 245.
2. El que con fuerza en las cosas ocupare un inmueble, vivienda o edificio ajenos, que no constituyan morada habitual, será castigado, además de con las penas en que incurriere por las violencias ejercidas, con la pena de prisión de uno a dos años. 
Los okupas podrán ser castigados con pena de 1 a 2 años de prisión, cuando en la actualidad el uso de la fuerza se sanciona con pena de multa 
Se prevé, con ello, un castigo con pena de 1 a 2 años de prisión, cuando en la actualidad el uso de la fuerza se sanciona con pena de multa y generalmente es sabido que estos actos de ocupación suelen llevarse a cabo mediante la rotura de la cerradura de la puerta, cambiándola, o acceso forzando las ventanas.
El apartado 3.º, que es el actual apartado 2.º del art. 245 CP (LA LEY 3996/1995) actual prevé que 3. El que ocupare, sin justo título, un inmueble, vivienda o edificio ajenos que no constituyan morada habitual, o se mantuviere en ellos contra la voluntad de su titular, será castigado con la pena de multa de seis a doce meses. Cuando el que cometiere el delito lo hiciere con la finalidad de utilizar el inmueble, vivienda o local para el desarrollo de otras actividades delictivas, se le impondrá la pena de prisión de seis meses a un año y multa de seis a doce meses, sin perjuicio de las penas en que pudiere incurrir por los delitos conexos a la ocupación del inmueble.» 
Se eleva la penalidad poniendo la pena mínima en seis meses de multa, agravándose con pena de prisión si la ocupación llevarse consigo la comisión de delitos, tales como el tráfico de drogas. Para ello, habrá que demostrar ese objetivo para agravar la pena.
Ahora bien, lo importante es que se prevé una pena de multa superior a los tres meses que, por aplicación de lo dispuesto en los arts. 13.2 (LA LEY 3996/1995) y 33.3 del Código Penal (LA LEY 3996/1995), permitirá que el delito de usurpación del art. 245 prescriba a los cinco años, y no al año, como ocurre ahora. Esta modificación tiene, por tanto, un propósito último claro: evitar, como viene sucediendo de forma ininterrumpida hasta ahora, que el número de viviendas ocupadas siga creciendo incesantemente, igual que lo hace el perjuicio de sus legítimos propietarios. Por ello mismo, no se tramitará, tampoco, como delito leve, ya que en la actualidad en base al art. 13.4 CP (LA LEY 3996/1995) al prever una pena leve en estos casos, como es la de tres meses, se tramita como delito leve, por lo que al ser ahora la pena mínima de seis meses se tramitará como delito para ser enjuiciado el hecho ante el juez de lo penal.
Por último, se añade un apartado 4.º para sancionar la intermediación para la ocupación: 4. Al que, con lucro o con ánimo del mismo, mediare o interviniere para que otra persona ocupare, sin justo título, un inmueble, vivienda o local ajenos, que no constituyan morada habitual, o para que se mantuviere en ellos contra la voluntad de su titular, se le impondrá la pena de prisión de uno a dos años y multa de seis meses a un año, sin perjuicio de las penas en que pudiere incurrir por las violencias que en su caso hubiere ejercido con tal finalidad. Cuando el que cometiere el delito formare parte de un grupo u organización criminal, será castigado, además de con las penas en que incurriere por dicha pertenencia, con la pena de prisión de dos a cuatro años y multa de seis meses a dos años, o del tanto al duplo del beneficio obtenido o que se hubiere podido obtener si la cantidad resultante fuese más elevada.»
La intermediación para la ocupación podrá ser sancionada como delito propio 
Se trata de un apartado nuevo de cooperación en la comisión de estos hechos que se sanciona como delito propio para castigar a los intermediarios que localizan inmuebles deshabitados para realojar a otras personas a cambio de precio. Y ello, con la agravación de que el autor pertenezca a un grupo organizado, en cuyo caso la pena se eleva de dos a cuatro años de prisión. Se pretende fijar el ámbito de la persecución penal frente a quienes hacen de la mediación para facilitar la ocupación un negocio, con actividades tendentes a buscar inmuebles desocupaos y crear un «tejido informativo» acerca de qué inmuebles se pueden ocupar a cambio de precio que se reclama a quienes los quieren ocupar, lo que en los casos de personas necesitadas todavía es más grave al reclamar el pago a quienes ni tan siquiera pueden pagar un alquiler y recurren a la ocupación pagando una cantidad de dinero a quien le ha facilitado esa información.
V. Modificación de la LEC en materia de usurpación de inmuebles 
En el proceso civil se crea en el art. 250 LEC (LA LEY 58/2000) el trámite por la vía del juicio verbal para recuperar el inmueble perdido en su posesión por la ocupación. Así, se modifica el art. 250.1 LEC para señalar que: 1. Se decidirán en juicio verbal, cualquiera que sea su cuantía, las demandas siguientes: 
'2.º bis. Las que pretendan el lanzamiento o desalojo y la inmediata recuperación de la plena posesión de una vivienda o parte de ella, por parte de su dueño o usufructuario, por haber sido desposeído de ella sin su consentimiento». 
También se modifica el art. 437.1 LEC (LA LEY 58/2000) para señalar que En los juicios verbales a los que se refiere el número 2.º bis del art. 250.1, no será necesaria la consignación de los datos y circunstancias de identificación del demandado a la que se refiere el art. 399 de esta Ley, cuando resultase imposible o de extraordinaria dificultad. En el escrito se consignarán las razones que justifican esta omisión a los efectos de su valoración judicial en orden a la adecuada garantía del derecho a la tutela judicial efectiva en relación con la parte demandada.»
En los juicios verbales no será necesaria la identificación del demandado cuando ésta resultase imposible o de extraordinaria dificultad 
Se insiste en la no necesidad de dar los datos de los ocupantes para interponer esta demanda ante las dificultades de conseguirlos.
Además, se añade un nuevo apartado, el 2 bis, al art. 441, que queda redactado en los siguientes términos: «2 bis. En los casos del número 2.º bis del art. 250.1, el Tribunal acordará, de forma simultánea con el traslado de la demanda para su contestación, mediante Auto, la entrega de la posesión inmediata al demandante que así lo solicitare y aportare título que acredite el derecho a poseer la vivienda o parte de ella, sin exigir caución ni concurrencia de peligro por la mora procesal. 
Simultáneamente, la autoridad judicial comunicará a los servicios municipales de atención social del municipio de que se trate, la apertura del proceso de recuperación de la vivienda o local ocupado ilegalmente, a los efectos de la adopción de las medidas correspondientes, si proceden.
El demandado y los ocupantes de la vivienda podrán oponerse al Auto que acuerde el lanzamiento en virtud de lo dispuesto en el art. 739 y siguientes de esta Ley, en el plazo de 10 días, sin que se suspenda la efectividad de la medida».
Con esta vía se va a resolver el problema de la ocupación, ya que, por un lado, está la ventaja de la presentación de la demanda sin precisar dar los datos identificativos del demandado, en base a estas características especiales de este tipo de casos en los que los ocupantes ni tan siquiera abrirán la puerta a los titulares cuando se les reclame que se identifiquen. Y, por otro, hay que añadir que con la demanda el actor instará la recuperación inmediata de la posesión, reclamando el juzgado solo la identificación y prueba de la titularidad dominical sin fianza alguna para conseguirlo. Lo importante en estos casos será que en el registro y tramitación de estas demandas se les dé una tramitación preferente para conseguir una eficacia en la adopción de la medida de expulsión del inmueble a los ocupantes, a quienes les será exigida la acreditación del título que aleguen para esa permanencia y en su defecto serán expulsados.
Se les otorga en la vía del art. 441 LEC (LA LEY 58/2000) citado un mecanismo de oposición por la vía del art. 739 LEC (LA LEY 58/2000), pero sin que se suspenda la ejecución, por lo que en el caso de los «okupas» ni tan siquiera se tramitarán estas oposiciones, ya que de disponer de título posesorio lo exhibirían cuando fueren requeridos por la comisión judicial, que podrá ser auxiliada de la Fuerza pública en estos casos para conseguir la efectividad de la ejecución del lanzamiento.
Del mismo modo, y como antes hemos visto también, el juzgado dará traslado de estas medidas a los servicios sociales del Ayuntamiento para los casos de necesidad.
Se añade, también, un apartado 3 bis al art. 447.3, que queda redactado en los siguientes términos:
«3 bis. No tendrán efectos de cosa juzgada las sentencias que se dicten en los juicios verbales previstos en el número 2.º bis del art. 250.1. En estos supuestos, los terceros afectados podrán acudir al proceso declarativo posterior.» 
Así, los okupas podrían presentar un juicio declarativo para recuperar la posesión acreditando que se les privó de ella siendo poseedores con justo título.
VI. Modificación de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana 
Suele darse el caso de que en estos casos de ocupación se pueden producir daños en elementos privativos que causan daños en elementos comunes de la comunidad, o en privativos del vecino, en atención a fugas de agua, daños intencionados, etc.
Se efectúa una modificación de la Ley Orgánica 4/2015 (LA LEY 4997/2015) por la que se modifica el art. 15 que queda como sigue:
«Artículo 15. Entrada y registro en domicilio, viviendas, otras edificaciones y edificios de organismos oficiales. 
2. Será causa legítima suficiente para la entrada en domicilio la necesidad de evitar daños inminentes y graves a las personas y a las cosas, en supuestos de catástrofe, calamidad, ruina inminente u otros semejantes de extrema y urgente necesidad. En el caso de viviendas u otras edificaciones que no revistiesen la condición de domicilio, si el legítimo titular hubiese denunciado la ocupación y existiesen indicios suficientes de la posibilidad de su utilización con fines delictivos, se considerará, con respeto a las garantías previstas en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en particular las del art. 553 de dicha Ley, causa legítima para la entrada, registro e identificación de los ocupantes, con independencia de las eventuales disputas sobre la legitimidad de los títulos jurídicos de la ocupación.» 
Esta referencia permite, pues, permite el acceso al inmueble en casos de urgente necesidad para evitar daños ajenos. Y si existe ocupación de inmuebles y dedicación a fines delictivos se legitima la entrada de igual modo.
Los Ayuntamientos serán competentes para velar por la convivencia y seguridad ciudadanas frente a la ocupación ilegal de viviendas o locales 
Se traslada a los Ayuntamientos para que por medio de sus policías locales adopte las medidas conducentes para luchar con los actos de ocupación, ya que se añade un nuevo artículo, el art. 29 bis, con la siguiente redacción: «Los Ayuntamientos serán competentes, conforme a lo dispuesto en la letra o) del art. 25.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, para velar por la convivencia y seguridad ciudadanas frente a la ocupación ilegal de viviendas o locales. A tal fin, podrán, de oficio o a instancia de parte:
a) Proceder a la entrada, registro e identificación de los ocupantes, en los términos del art. 15 de esta Ley, cuando hubiese una grave afectación a la convivencia o seguridad ciudadanas.
b) Requerir a los propietarios a que procedan a ejercer las acciones civiles y penales que el ordenamiento jurídico les reconoce para la defensa de sus derechos, en particular, las acciones de cesación y la de recuperación de la propiedad, en particular, en caso de grave afectación a la convivencia o seguridad ciudadanas.
c) Poner en conocimiento del Ministerio Fiscal las conductas ilegales constitutivas en delito, en particular, las tipificadas en el art. 245 del Código Penal. 
d) Adoptar, conforme al art. 56 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, las medidas cautelares inmediatas ante la grave afectación a la convivencia y seguridad ciudadanas como consecuencia de la ocupación ilegal. Entre tales medidas se puede incluir la identificación de los que pretenden acceder a la vivienda o local, así como el control de los bienes, procediendo, incluso, a la ocupación de aquellos que pudieran identificarse como necesarios para una utilización de la vivienda, incompatible con la ilegalidad de la misma.
e) Imponer, tras la tramitación del procedimiento correspondiente según la legislación aplicable, sanciones a los ocupantes ilegales de viviendas o locales de concurrir alguna de las conductas tipificadas en esta Ley, así como a los propietarios en caso de no atender al requerimiento de la letra b) de este mismo artículo».
Bajo estas medidas, la policía local deberá actuar contra la ocupación ilegal con las medidas expuestas, debiendo destacar la adopción de medidas cautelares que garantizarán una rápida resolución del problema.
VII. Modificación de la LECrim., en materia de usurpación de inmuebles 
Si se utiliza la vía penal por la comisión de un delito del art. 245 CP (LA LEY 3996/1995) en cualquiera de las modalidades antes expuestas, la ventaja, ahora, es que no se tramitará como delito leve, sino como delito y, además, según el Art. 795.2 LECRIM (LA LEY 1/1882) por el trámite del juicio rápido al incluirse en el apartado 2.º… f) Delitos de usurpación previstos en el art. 245 del Código Penal (LA LEY 3996/1995). 
Se adiciona en este punto una propuesta de adición en el trámite parlamentario acerca de la necesidad de adicionar en la reforma sobre «OKUPAS» una medida cautelar tendente a poder instar del juez de instrucción competente para conocer de la denuncia por un delito del art. 245 CP (LA LEY 3996/1995) una medida cautelar urgente destinada a obtener la «inmediata recuperación» del inmueble.
La redacción del precepto que podría incluirse en el actual trámite parlamentario podría tener la siguiente redacción en la LECRIM:
Artículo 544 sexies. 
En los casos en los que se investigue un delito del art. 245 del Código Penal (LA LEY 3996/1995), el Juez o Tribunal, adoptará motivadamente la medida del lanzamiento en el plazo maximo de 72 horas desde la petición cautelar, en tanto en cuanto, una vez requeridos los ocupantes del inmueble, no exhiban el título posesorio por el que están ocupando el inmueble. 
Antes de efectuar el lanzamiento podrán dar cuenta a los servicios sociales municipals a los efectos de facilitar el realojamiento en el caso de que por las circunstancias del caso así se apreciare. 
VIII. Conclusión 
Las conclusiones que podemos obtener ante esta relevante reforma son los siguientes:
a) Hace falta una reforma civil y penal que permita la recuperación inmediata del inmueble mediante la prueba de la titularidad correlativa a la imposibilidad del ocupante de acreditar su posesión.
b) Las medidas cautelares son imprescindibles para agilizar la recuperación del inmueble, evitando tener que estar a la espera de una sentencia firme que tanto en el proceso penal como en el civil se retrasan, impidiendo al titular recuperar la posesión.
c) Es preciso dotar a las comunidades de propietarios de legitimación para actuar en estos casos cuando sean afectadas por la alteración de las normas de convivencia y causación de actividades dañosas, así como comisión de hechos delictivos.
d) Es preciso actuar contra los intermediarios que a cambio de precio investigan la existencia de viviendas no ocupadas para hacer la ocupación y cederlas a personas necesitadas a cambio de precio.
e) La ejecución de estas medidas debe llevarse a cabo en coordinación con los servicios sociales de los Ayuntamientos para que puedan dar solución a las familias sobre las que se ejecuta el lanzamiento para ubicarlos en alguna vivienda.
f) Los propietarios, personas físicas y jurídicas, no son los que deben facilitar a los ciudadanos una «vivienda digna», sino la Administración competente.
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